VERSION ESTENOGRÁFICA DE LA INAUGURACION DEL CONGRESO NACIONAL DE JURISTAS, CELEBRADO EN LA CIUDAD DE MERIDA, YUC. DEL 5 AL 8 DE NOVIEMBRE DE 2000.

Magdo. Pablo Vicente Monroy Gómez.  Para dar inicio a la ceremonia de inauguración del Congreso.  Señoras y señores congresistas:  Los Jueces de Distrito y Magistrados del Décimo Cuarto Circuito les damos la más cordial bienvenida a la ciudad de Mérida, ahora capital americana de la cultura y del siempre hermoso Estado de Yucatán, asentada en El Mayab, otrora basto territorio de cuatrocientos veinte mil kilómetros cuadrados, cuna de una de las culturas sabias de la humanidad cuya grandeza tal vez se debe a que supieron unir la ciencia con la religión, la filosofía, el arte y la naturaleza.

Entre otros logros importantes los mayas midieron el tiempo con precisión, para lo cual utilizaban diversos calendarios destacándose dos: el calendario Haab de trescientos sesenta y cinco días llamado también calendario solar, por tener como base al recorrido anual de la tierra alrededor del sol y el calendario sagrado Tzolkin de doscientos sesenta días utilizado para regir los tiempos de su quehacer agrícola, su ceremonial religioso y costumbres familiares.  Al combinar los números del uno al trece con dos series de veinte glifos de contenido simbólico para los días y los meses, se crea un ciclo mayor de tiempo denominado la rueda calendárica; menciono lo anterior porque va la relación con la Ley de Amparo, pues se está terminando un ciclo de su vida e inciándose otro nuevo.  Se destaca la asistencia en este congreso de señora y señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Consejeros de la Judicatura Federal, Jueces de Distrito y Magistrados Coordinadores de los Circuitos en que se divide territorial mente la impartición de justicia federal en nuestro país, Senadores de la República, Diputados Federales, Presidentes de Tribunales Superiores de las entidades federativas, Presidentes de los Congresos de los Estados de la República e integrantes de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, Directores y Maestros de Facultades y Escuelas de Derecho, Presidentes de Barras y Colegios de Abogados y Corredores Públicos.

Durante su estancia en estas tierras les hacemos extensivo, distinguidos congresistas, el saludo fraternal que se dan entre si los todavía, para nuestra ventura, hablantes de la lengua maya, ixlakee't, lo cual significa que tú eres yo y yo soy tú.  A continuación presentaré a las personalidades que integran el Presidium: señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal; señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, Presidente de la Primera Sala de nuestro más Alto Tribunal; señor Ministro Guillermo I. Ortíz Mayagoitia, Presidente de la Segunda Sala de nuestro más Alto Tribunal; señor Ministro Humberto Román Palacios, Presidente de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo; señor Ministro Juan N. Silva Meza, integrante de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo; señor Magistrado Raúl Bolaños Cacho Guzmán, Presidente del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Oaxaca y de la Asociación de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados; señor Magistrado de Circuito Jorge Enrique Edén Wynter García, Coordinador de Jueces de Distrito y Magistrados del Décimo Cuarto Circuito; señor Lic. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, integrante de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo.

Como primer punto del programa, el señor Lic. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea nos dirigirá unas palabras:

Lic. Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.  Señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, Presidente de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; señor Ministro Guillermo Ortíz Mayagoitia, Presidente de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; señor Ministro Humberto Román Palacios, Coordinador de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo; señor Ministro Juan Silva Meza, miembro de la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo; señor Magistrado Raúl Bolaños Cacho Guzmán.  Presidente de la Asociación de Tribunales Superiores de Justicia de los Estados; señor Magistrado Jorge Edén Wynter García, Coordinador General de Magistrados y Jueces del Décimo Cuarto Circuito del Poder Judicial de la Federación; señora Ministra, Señores Ministros, señores Consejeros de la Judicatura Federal, Señoras y Señores Congresistas: Los juristas de México tenemos una cita con la historia, nos encontramos reunidos para discutir el futuro de la institución jurídica más importante de nuestro país, el juicio de amparo fue durante mucho tiempo motivo de legítimo orgullo para los mexicanos y ejemplo para un número importante de sistemas de justicia constitucional del mundo, sin embargo, por diversas causas el juicio de amparo detuvo su evolución hace varias décadas lo que inevitablemente lo desfasó en relación con la dinámica social y los importantes cambios experimentados en el ámbito del derecho público, el amparo se convirtió así en un mito más que en una protección eficaz para los gobernados, en leyenda para el discurso más que en justicia viva, en historia más que en presente.

Ante el evidente rezago del juicio de amparo y para responder a los reclamos del pueblo de México derivados de la crisis de justicia que padecemos, la Suprema Corte con el apoyo decidido y visionario de su Presidente, constituyó en noviembre del año pasado, la Comisión de Análisis de Propuestas para una Nueva Ley de Amparo, integrada de manera plural y representativa por ocho juristas expertos en la materia, entre ministros, magistrados, académicos y abogados.  La comisión recibió mil cuatrocientas treinta propuestas de reformas a la Ley de Amparo y trabajó arduamente durante nueve meses, para elaborar el proyecto de Nueva Ley de Amparo que fue entregado al Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el pasado mes de agosto y que, desde entonces está sometido al juicio de los juristas mexicanos; este proyecto es producto de largas jornadas de trabajo en las cuales se analizaron todas las propuestas recibidas, aprovechando los conocimientos y la experiencia de los integrantes de la comisión, a través de un método que privilegió el consenso a partir de la discusión abierta y respetuosa que desterró progatonismo y nos permitió hacer de la argumentación racional la única llave del convencimiento.  El proyecto de Nueva Ley de Amparo que será objeto de las labores de este Congreso Nacional de Juristas, contiene trascendentes modificaciones a nuestra institución de control constitucional, que no sólo justifican sino requieren ser explicitadas a través de una nueva ley.  En efecto, la protección directa de los derechos humanos consagrados en los instrumentos internacionales de carácter general, ensancha el ámbito de protección del juicio de amparo, la superación del rígido concepto de interés jurídico y la instauración del interés legítimo, permite la defensa de intereses difusos y colectivos, así como de una gran cantidad de afectaciones a la esfera jurídica de los particulares que no se reducen al mero derecho subjetivo, la ampliación del concepto de autoridad para efectos del amparo que atiende a la naturaleza del acto reclamado y no a la naturaleza formal de quien lo emite, logra no solo la protección en contra de actos de organismos descentralizados, sino en cualquier entidad que de manera unilateral y obligatoria afecte la esfera jurídica de los gobernados.  La declaración general de inconstitucionalidad y la interpretación conforme, recupera la vigencia del principio de supremacía constitucional, instaura plenamente el principio de igualdad ante la ley y supera serias injusticias derivadas de la relatividad de las sentencias de amparo en tratándose de normas generales.  El establecimiento de una suspensión más eficaz en materia administrativa combate la arbitrariedad e impide que los derechos de los gobernados sean avasallados impunemente, la suspensión en materia penal permite el debido equilibrio entre el principio de presunción de inocencia y la eficaz persecución de los delitos; asimismo, las importantes reformas que se proponen en materia de amparo directo contribuyen a que la impartición de justicia sea verdaderamente expedita, todos estos aspectos entre otros avances que se proponen en el proyecto, significarían, de ser aprobado, una justicia constitucional que respondería eficazmente a los retos del mundo moderno, estamos en presencia de un proyecto que, sin desconocer la esencia del juicio de amparo lo impulsa hacia el futuro, que parte de la confianza en los jueces y que aspira devolver a los órganos jurisdiccionales la facultad inherente a la justicia constitucional moderna de recrear el derecho, de actualizar la norma a la realidad, de constituirse en el necesario equilibrador de la democracia representativa; el proyecto que nos ocupa requiere modificar ideas superadas sobre la actividad que desempeñan los jueces, exige una mentalidad diferente, abrir la mente a nuevos conceptos y a una forma distinta de hacer las cosas, sólo así lograremos que el juicio de amparo vuelva a ser un instrumento eficaz de defensa de los derechos fundamentales de todos los gobernados.  Por supuesto que el proyecto no tiene pretensiones de ser una obra acabada, es un trabajo perfectible, sujeto a toda propuesta y crítica que lo enriquezca, es un documento que está a disposición de la comunidad jurídica para ser mejorado, es un punto de partida y de discusión, no un puerto de llegada, estamos ante una oportunidad inédita en el pasado reciente de nuestro país que no podemos desaprovechar; por primera vez en mucho tiempo los juristas de México retomamos el liderazgo en las propuestas de los grandes cambios normativos que exige la sociedad mexicana, éste ha sido un proceso largo, durante un año hemos venido discutiendo las importantes modificaciones que requiere el juicio de amparo, ha sido un ejercicio en el que toda la comunidad jurídica ha sido escuchada, todas las opiniones respetadas, valoradas y tomadas en cuenta.  En este marco de apertura ha sido convocado este Congreso Nacional de Juristas, plural, incluyente y representativo en el que participan Magistrados y Jueces Federales, Senadores y Diputados del Congreso de la Unión, Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia de las entidades federativas, Diputados de las Legislaturas Estatales, representantes de Barras y Colegios de Abogados, reconocidos académicos y destacados abogados postulantes.

Durante tres días, a partir de un formato que cumple con todos los requerimientos académicos de congresos de este tipo, discutiremos todas las ponencias relacionadas con este esfuerzo colectivo que es el proyecto de Nueva Ley de Amparo, éste no es un congreso para homologar un proyecto, es un congreso para discutir un proyecto, para recibir propuestas que nos permitan corregirlo en lo que debe enmendarse y enriquecerlo, en este congreso nacional de juristas, debatiremos en un clima de libertad las diversas alternativas para llegar a la justicia constitucional a la que todos aspiramos, los miembros de la comisión analizaremos cada una de las ponencias y haremos todos los cambios que sean necesarios para arribar a un proyecto que sea obra de la comunidad jurídica especializada aquí reunida, y que pueda ser sometido a la consideración de los órganos con facultad de iniciativa.  Estamos ante un México distinto desde principios del siglo XX, hoy el país requiere de instrumentos jurídicos sólidos de solución de controversias sobre todo en el ámbito constitucional, los retos del pueblo democrático, la diversidad, el pluralismo y el dinamismo de la sociedad moderna no pueden enfrentarse a través de mecanismos que responden a circunstancias sociales distintas, el derecho debe adecuarse a la realidad para ser factor que fortalezca los avances democráticos, coadyuve a la estabilidad social y defienda eficazmente los derechos fundamentales de todos sin excepción.  No podemos darnos el lujo de que nuestra institución procesal de amparo siga rebasada por la realidad, abandonemos la mitología decadente y anquilosada que pretende hacer del amparo una entelequia cuasi religiosa y como tal intocable, el amparo o se transforma o en poco tiempo será pieza de museo de antigüedades, bello pero inservible, avancemos hacia la plena justiciabilidad de todos los actos del poder público, retornemos los orígenes del amparo para que vuelva a ser baluarte de justicia y libertad, caminemos hacia un nuevo juicio de amparo que responda a las necesidades de la sociedad, que la justicia sea una realidad y lo sea para todos, que el amparo deje de ser propiedad de unos cuantos y se convierta en un instrumento al alcance de quienes menos tienen y más lo necesitan.  Señoras y señores congresistas, los mexicanos estamos inmersos en un profundo proceso de cambio, nadie escapa a esta inercia social, el juicio de amparo no puede permanecer estático ante el nuevo orden de cosas, la profunda reforma al juicio de amparo es una exigencia que brota de la realidad, tenemos la obligación de responder a ella, avancemos hacia una Nueva Ley de Amparo producto de la reflexión de toda la comunidad jurídica nacional en beneficio de todos los mexicanos.  Por todos, una Nueva Ley de Amparo.  Muchas gracias.

Como segundo punto del programa, tiene la palabra el señor Magistrado de Circuito, Jorge Enrique Edén Wynter García

Magdo. Jorge Enrique Edén Wynter García, Señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal; señora Ministra y señores Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; señores Consejeros de la Judicatura Federal; compañeros Magistrados de Circuito y Jueces de Distrito; distinguidos participantes en este congreso, señoras y señores: Pretendo transmitir en estas breves palabras la esperanza general en mi espíritu, como miembro de la comunidad de profesionistas que integramos el Poder Judicial de la Federación, ante la reforma que busca constituir el juicio de amparo en un medio más eficiente de control de las autoridades públicas, para evitar la violación a las garantías constitucionales y los derechos humanos.  La reforma constitucional y la legislación sobre una Nueva Ley de Amparo, representan, sin duda, un paso de gran trascendencia en la actualización y modernización de nuestro sistema legal, pues tiende a asegurar la función primordial del estado de derecho que consiste en garantizar la justicia y el respeto a la persona humana.  Como medio de control constitucional y salvaguarda de los derechos de las personas, la Ley Suprema estableció el Juicio de Amparo surgido del genio de Manuel Crescencio Rejón y Mariano Otero.  El juicio de amparo emerge a la vida jurídica de México, merced al impulso social canalizado por sus forjadores, de proteger principalmente las garantías individuales o los llamados derechos del hombre; es decir, la tutela estatal a la esfera jurídica del gobernado contra cualquier acto del poder público que tienda a amenazarla o afectar su integridad y dentro de la cual ocupa un lugar prominente la libertad humana, en otras palabras este medio de control constitucional encuentra en la naturaleza invariable de la persona humana su justificación filosófica, empero, desde un enfoque netamente jurisdiccional es indudable que actualmente la sociedad reclama mejorar la estructura jurídica imperante en la nación, para poder garantizar la plena vigencia de los derechos tutelados por nuestra Carta Magna y sobre todo, para permitir la consolidación de una vía legal que asegure la certidumbre y confianza del juicio de amparo a través de ordenamientos legales modernos que permitan armonizarlo con los principios fundamentales para la debida impartición de justicia, entiéndase que ésta sea pronta, completa e imparcial en los términos del artículo 17 de la Constitución.  Se ha dicho reiteradamente que justicia que no es pronta, no es justicia, y a quienes se nos ha encomendado la noble tarea de impartirla y ejercer el control constitucional de las garantías individuales, nos preocupa profundamente observar que muchos de los asuntos de amparo cuya resolución jurisdiccional nos compete, se presentan problemas técnicos que impiden abordar las cuestiones de fondo en las sentencias, sin proponer una decisión terminal, debido más que nada a que la actual Ley de Amparo ha perdido claridad y conexión en algunas de sus partes, además de que contiene características cada vez más complejas que indiscutiblemente dificultan la actividad jurisdiccional, obstaculizando el desempeño de los tribunales de instancia para cumplir plenamente con uno de los atributos de la debida impartición de justicia, que es la prontitud en la resolución de los asuntos, igualmente es preocupante observar que en ocasiones se pretende utilizar al juicio de amparo como un instrumento para entorpecer la debida actuación de las autoridades jurisdiccionales o administrativas, y peor aún, que algunas de éstas pretendan dar una interpretación distinta a las resoluciones de amparo con el objeto de eludir el cumplimiento de sus obligaciones; circunstancias sumamente graves porque estas actitudes irregulares confunden algunos sectores de la población, llevándolos a la falsa creencia de que el juicio de amparo es una patente de corso o sinónimo de impunidad, lo cual sabemos dista mucho de la realidad, pero que sin embargo nos afecta a todos porque conlleva a la sociedad a la pérdida de confianza en sus instituciones lo que no podemos ni debemos permitir.  Nuestro juicio de amparo es sin duda una gran institución que mantiene vigente la esperanza de justicia, pues ha penetrado profundamente en el espíritu nacional a través de la entraña misma del pueblo, por ello, se torna de capital importancia contar con mecanismos legales acordes con la realidad cotidiana que permita responder de manera oportuna y eficaz, la creciente demanda de la sociedad de disfrutar de legalidad, equidad y orden como factores de pleno desarrollo del individuo y de la convivencia social diaria, toda vez que reformar el derecho y mejorar la justicia, tienen un valor fundamental en el orden jurídico nacional, en la medida en que significa poner la ley al día para que por ésta y no a su pesar o en contra de ella transcurra la eficiencia de la actividad jurisdiccional como piedra angular capaz de asegurar una pronta, completa e imparcial administración de justicia.  Así pues, es evidente que paralelamente al progreso cotidiano de nuestro país y a las necesidades actuales, deben brindarse a la sociedad un medio jurídico completo y eficaz para exigir y lograr por la vía judicial, el pleno respeto a las garantías individuales y los derechos humanos, lo que no se obtiene simplemente con su mera consignación jurídica en la Constitución, sino con un ordenamiento adjetivo o procesal de las normas constitucionales o legales, que permita que la función de impartir justicia logre su noble encomienda.

Es indudable que la vigencia efectiva del estado de derecho es requisito para una vida social ordenada y justa, y esta vigencia efectiva es y debe ser resultado de la administración de justicia, a la que corresponde la aplicación final de las normas que integran el orden jurídico nacional; por eso, reitero, es menester que se instituyan las herramientas jurídicas adecuadas para garantizar la justicia y conseguir el respeto irrestricto a la persona humana a través de una legislación integral que provean los medios idóneos para alcanzar estos fines, somos testigos del gran esfuerzo desplegado por el Poder Judicial de la Federación, para lograr el acceso a la garantía de justicia que continúe siendo una realidad, ya que de manera constante ha creado y puesto en funcionamiento nuevos Tribunales Federales y Juzgados de Distrito, sin embargo, es claro que para completar esta labor, corresponda un esfuerzo de carácter legislativo que cristalice éstas ideas, que bueno que se estén dando pasos importantes para ello, no perdamos esta oportunidad, y que por encima de las concepciones y criterios de los participantes, prevalezca la sana intención de mejorar nuestro juicio de amparo para cooperar a la creación de un nuevo mecanismo substancial y adjetividamente más ágil y efectivo que armonice con la realidad social actual y con ello, se reduzca considerablemente la brecha existente entre la justicia y la legalidad.  Muchas gracias.

Como tercer punto del programa, el señor Ministro Humberto Román Palacios, nos dirigirá unas palabras:

Ministro Humberto Román Palacios.‑ Señor Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, honorable Presidium en cuyo concepto me permito considerar a todos los presentes por la valía de cada uno de ellos: En el diario quehacer de los juristas, dentro de los diversos ámbitos de actividades profesionales, sea en el académico, en el ejercicio libre de la abogacía, o bien en la delicada función de la impartición de justicia, todos hemos podido observar que la sociedad mexicana se ha constituido en un factor activo que reclama la liberación y actualización de las normas legales, respecto de viejas y estáticas formulas que resultan menester sean superadas y adecuadas a las necesidades cambiantes del orden y realidad social actual.  No debe el jurista abstraerse de lo que ocurre en su entorno, ni debe convertirse, en un mero espectador en relación con los legítimos reclamos de la sociedad, que aspira a contar con leyes que plasmen en su contenido el sentir de esas relaciones humanas que merecen ser motivo de regulación a través de normas que capten las inquietudes del gobernado, del foro, de la academia y de los impartidores de justicia; en este contexto se advierte que no resulta aceptable el encadenamiento perdurable de la institución del juicio de amparo, a cánones inmutables y ajenos a su objetivo fundamental que se constituye en la búsqueda de un instrumento para que el gobernado cuente con un medio de defensa legal, accesible y ágil frente a los actos arbitrarios de la autoridad o frente a hechos que de afectar su esfera jurídica, pudieran ser contrarios al contenido de los preceptos de nuestra Carta Magna; así en las actuales condiciones que vive nuestro medio jurídico se ponderaron una serie de inquietudes surgidas desde el ámbito interno del Poder Judicial de la Federación, del foro y de la academia, lo que motivo a que, dentro del seno de la actual integración de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se decidiera tomar acciones tendentes a lograr una renovada normatividad del juicio de amparo que hiciera fácil su acceso al ciudadano, que tuviera un procedimiento más ágil y sencillo en el que la sentencia que lo culminara, pudiera tener un alcance mayor en sus sentidos con precisión y concreción para, en su caso, lograr un cumplimiento inmediato, fiel y eficaz por parte de la autoridad responsable.  Hoy, respecto a las disposiciones legales que no contengan la suficiente dinámica a fin de que los procesos sean de fácil acceso, no es correcto quedar inmersos en posición estática y aislada, pues ello sólo evidencia una situación de desconocimiento de la realidad social, que es el mundo en donde están las necesidades e inquietudes de la población, no obstante que se trata de cuestiones que no se encuentren en las constancias de un determinado juicio, puesto que las realidades mundanas cobran mayor peso y pueden llegar a tener para el juzgador y la sociedad, inclusive mayor relevancia que el sentido en sí, de una sentencia respecto del justiciable en la que se limite a la aplicación de la ley conforme a su sola letra; este tipo de sensibilidad y de percepción a los discretos reclamos de la sociedad, aún por discretos que sean, al ser asimilados por el juzgador federal, dan pauta a la creación de criterios que, en su caso llegan a constituir tesis sobresalientes o jurisprudencia obligatoria que, a la postre, puede ser causa eficiente para propiciar reformas a la leyes respectivas, lo que es compresible, si se considera que toda norma debe ser reflejo fiel de aquello que de la realidad social requiere ser regulado, en lo académico el catedrático se ve motivado a plantear esas inquietudes ante el estudiantado o bien, a plasmarlas en una obra jurídica; en el foro, los profesionales lo advierten en sus promociones, por los acuerdos o resoluciones que sobre tal materia recaigan, para de ahí tratar de hacer oír su voz, que transmite el anhelo de contar con una normatividad más acorde a los principios de renovación, de modernidad, de agilidad en el procedimiento, de fácil acceso, de precisión, congruencia y mejor alcance de las sentencias.  Es preocupación constante del Poder Judicial de la Federación, el que la sociedad pueda desenvolverse en un ámbito que permita la absoluta expresión de sus libertades, y como consecuencia de ello, la completa tutela de garantías constitucionales, era necesario por tanto, que esa preocupación se hiciera del dominio público, si además se convocara a participar en la elaboración de una propuesta del proyecto de una Nueva Ley de Amparo, no sólo porque esa institución requería necesariamente ser actualizada, por las circunstancias propias de los cambios sociales y democráticas que en la actualidad vive nuestra nación, sino porque, además es necesario que el gobernado especializado esté en aptitud de emitir su opinión, con relación a un ordenamiento legal que va a norman su desenvolvimiento social y porque a través de esa participación, podrá señalar el ordenamiento jurídico cuya propuesta de proyecto ha sido encomendada a una comisión, sea considerado como propio ya que se le dio oportunidad de intervenir y aportar lo necesario para su adecuada instrumentación.  Es importante mencionar que por primera vez en la historia de nuestro país, sucede un acontecimiento tan singular como es el que la población en general, pueda conocer con anterioridad la propuesta de proyecto de una ley, para que no suceda como normalmente acontece que conozca la ley cuando ha sido debidamente sancionada y puesta en vigor, con ello es indiscutible que la Suprema Corte en una acción eminentemente democrática y de apertura incluyente, adquiera raíces más firmes y sólidas de la cual todos podamos sentirnos satisfechos, porque el proyecto viene de una consulta y consenso previos a su elaboración.  Es por ello importante destacar que la formulación del proyecto de la Nueva Ley de Amparo es eso, un proyecto sujeto a la critica propostiva, a la revisión analítica y sobre todo, a la participación tendente a mejorarlo y a superar lo en él plasmado, ya que no es de la idea o el propósito de la comisión que elaboró el proyecto, que éste sea aprobado en la forma que se propone, por el contrario, se busca el enriquecimiento del mismo para que así la nueva ley cristalice en un sentir general de toda la población, para que los derechos del gobernado sean absolutamente garantizados y respetados, ya que sólo cuando esto suceda podremos con satisfacción mencionar que en realidad vivimos en un estado de derecho.  Lo antes considerado nos lleva a preguntar hacia donde nos dirigimos; al respecto, es pertinente indicar que frente a una pluralidad de pensamientos y consensos vertidos desde los diversos ámbitos del quehacer jurídico, encontramos que a todos nos mueve un mismo objetivo, que es la búsqueda de hacer realidad un solo ideal; esto es, el contar con una Nueva Ley de Amparo que como instrumento legal responda a las necesidades y reclamos del sentir pleno de la sociedad, de la academia, del foro profesional y del impartidor de justicia.  El sentido que se pretende dar a la propuesta del proyecto, que esperamos se convierta en iniciativa y al final en Ley aprobada, es que con las aportaciones y criticas propositivas, dentro de una aparente paradoja de diversidad de pensamiento y al mismo tiempo de armonía en el actuar conjunto de los diversos sectores que componen este congreso a que se ha convocado, se llegue a contar con una ley que no se limite a conocer sólo sobre planteamiento de violación de garantías individuales, sino que su marco de protección se amplíe respecto de derechos contenidos en instrumentos generales, que en materia de derechos humanos ha ratificado el Estado Mexicano.  El sentido de una nueva ley, es hacer más accesible al gobernado la posibilidad de ejercer la acción ante los Tribunales de la Federación, los que deberán hacer a un lado prácticas inescrupulosas que en determinado momento, obstaculizan para hacerlo y pueden constituir verdaderas denegaciones de impartición de justicia; el sentido también lo es, el que se cuente con un procedimiento ágil que culmine con prontitud y el que la sentencia tenga tal precisión y claridad para que, en caso de otorgar la protección federal se obtenga un cumplimiento inmediato y eficaz que evite la práctica de concesión de amparo para efectos que propicie la proliferación de otro juicio.  Se busca asimismo dar mayor amplitud a las resoluciones que se pronuncien en amparos contra leyes, para superar en lo posible la formula Otero, a efecto de que se pueda decidir sobre la declaración general de inconstitucionalidad de normas generales, o bien sobre una declaración de conformidad del texto interpretado de la ley, con respecto de la norma constitucional con la que se confronta.  En conclusión, el sentido que inspira a la proposición de una nueva ley se centra en contar con un ordenamiento legal que instrumente el fácil acceso a la impartición de justicia con agilidad y sencillez en el procedimiento, que establezca principios de concentración de pretensiones, que determinen la precisión de las sentencias y que pueda lograr en su caso, un cumplimiento fiel de las mismas.  El resultado que se obtenga de los trabajos de este congreso, será la muestra de que el mexicano es un pueblo que evidencia progreso y que el objetivo es el lograr el dominio de lo sustantivo sobre lo formal. 

Antes de finalizar, permítaseme citar una frase vertida por el jurista Ángel Osornio que en su obra “El alma de la Toga” dice:  “Ante casos tan flagrantes de injusticia perpetrados en aras de ritualismos medios, debieran todos los magistrados pensar que ellos no son solamente los ciegos ejecutores de la ley, sino también sus interpretes flexibles y discretos”; más aún, los inspiradores de su evolución y los letrados, dice Othón, por nuestra parte debíamos contemplar, como uno de nuestros más honrosos menesteres el que el espíritu recabara su ascendiente sobre la forma y se aceercarse a ser la única fuente de inspiración de la vida jurídica y el rector insuperable de las relaciones humanas; con el espíritu de que todos los aquí convocados seguimos un mismo ideal, influidos de una esperanza de hacerlo realidad y de que ello sea una muestra de que se está dando respuesta a un legítimo reclamo de la sociedad mexicana, estoy seguro de que estos trabajos que hoy se inician, tendrán el resultado que todos deseamos ya que así lo requiere nuestro estado de derecho.  Muchas gracias.

Ahora se procederá a la inauguración de este congreso por parte del señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judicatura Federal, Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Ministro Genaro David Góngora Pimentel, Distinguidos miembros del estrado, Magistrados, Jueces de Distrito, Senadores, Diputados, distinguidos Abogados del Foro Nacional: Con gran entusiasmo y esperanza la comunidad jurídica del México de finales del Siglo XX se reúne aquí en esta bella ciudad de Mérida para llevar acabo el Congreso Nacional de Juristas.  Mérida, ejemplo de bondad, cultura y hospitalidad serás por siempre la ciudad blanca, casa que viera nacer a una de nuestras instituciones más importantes del derecho procesal: el Juicio de Amparo, que orgullosamente ha sido fuente de inspiración de otros países hermanos con quienes mantenemos constante comunicación doctrinaria y jurisprudencial.  Hoy eres la sede para analizar y proponer un proyecto que seguramente será nuestra Nueva Ley de Amparo; juristas como Don Manuel Crescencio García Rejón y Alcalá, serán siempre recordados y honrados por los mexicanos, el juicio de amparo surgió en México gracias a García Rejón y Alcalá, hombre que conoció y vivió los efectos de la injusticia, la desigualdad y la arbitrariedad con la que se conducían las autoridades en la época centralista.  El juicio de amparo creado en mil ochocientos cuarenta, seguirá siendo la norma procesal que dé respuesta a las necesidades de una sociedad cada vez más plural y más participativa, el juicio de amparo será el medio más eficaz para combatir la arbitrariedad; por eso los mexicanos tenemos que mejorarlo y conservarlo a toda costa.  La consolidación de nuestro estado de derecho es un tema inaplazable y de alta prioridad para las instituciones republicanas, el estado de derecho que construimos para el próximo milenio, requiere de los mejores instrumentos jurídicos a fin de garantizar la plena vigencia de nuestra constitución, mayor capacidad para preservarla y sobre todo una administración de justicia más eficaz, más oportuna y más progresista.  La administración de justicia es una salvaguarda que la sociedad se ha dado para garantizar la seguridad jurídica de la persona y de sus bienes.  La administración de justicia es un deber ético del estado y una función esencial de los Tribunales mexicanos, por todo esto la administración de justicia seguirá siendo un servicio público al servicio de la sociedad.  La vigencia efectiva del estado de derecho es requisito para la consecución de los grandes cambios que México se ha propuesto alcanzar en todos los órdenes, para el México del Siglo XXI es necesario descubrir formulas de armonía y conciliación entre los principios de libertad y autoridad, entre las exigencias de un orden político estable y un gobierno más participativo; el Poder Judicial de la Federación desea contribuir en la creación de una nueva relación jurídica con la sociedad, en la que no impere la violencia y resplandezca la libertad, la paz y la justicia, por ello es necesario poner al día nuestra máxima norma procesal, la Ley de Amparo; la Ley de Amparo a la que todos los mexicanos aspiramos no debe ser solamente producto de una reflexión teórica, sino profundamente humana, fincada sobre el supremo valor de la justicia, de una justicia que proteja la convivencia libre, ordenada y pacifica de los gobernados.  El Poder Judicial es la instancia más inmediata que los habitantes de nuestro país tienen para defender sus derechos frente a los conflictos de intereses que surgen en las relaciones humanas y así evitar el desorden del imperio del más fuerte, la impunidad y la venganza.  La justicia debe ser garantizada por el estado, a fin de que la sociedad pueda desarrollarse y perfeccionarse sin que ningún interés de grupo o de personas esté por encima de la Ley.  Es verdad que en los últimos años hemos tenido importantes avances en materia de administración de justicia, pero también es cierto que no podemos permanecer como meros espectadores, tenemos que ser actores y promotores de una justicia que se dicte con justicia.  En diciembre de mil novecientos noventa y cuatro, se publicó el decreto que reformó diversos preceptos constitucionales para dotar al Poder Judicial de la Federación de una nueva estructura y competencia.  Estas reformas crearon el Consejo de la Judicatura Federal como mecanismo fundamental para garantizar la independencia del Poder Judicial de la Federación.  En julio de mil novecientos noventa y nueve se publicaron otras reformas que dotaron al Poder Judicial de la Federación de una mayor capacidad para administrar justicia constituyéndose así un verdadero Tribunal Constitucional.   Sin embargo, ha quedado pendiente la reforma constitucional y la legislación procesal para transformar el juicio de amparo que a más de sus ciento cincuenta años, sigue siendo orgullosamente nuestra principal institución procesal de protección de los derechos fundamentales consagrados en la Carta Magna.  La reforma de nuestro sistema de justicia no puede quedar limitada a las autoridades políticas, ya que frente a fenómenos como la internacionalización de la economía y la nueva realidad política y social del país, debe contarse con un marco legal eficaz.  Hoy tenemos que admitir que gran parte de las normas reguladoras del juicio de amparo deben evolucionar conforme al ritmo de las necesidades del país, de no ser así, se corre el riesgo de que los derechos fundamentales del individuo no puedan ser protegidos por el orden constitucional.  Por todas estas razones, en noviembre de mil novecientos noventa y nueve se instaló la Comisión de Análisis de propuestas para la Ley de Amparo, cuyo coordinador es el señor Ministro Humberto Román Palacios, formando parte de ella el señor Ministro Juan Silva Meza, así como Magistrados de Circuito y prestigiados académicos y maestros.  Esta comisión invitó a la comunidad jurídica de todo el país, para formular propuestas que permitieran como primer reto, elaborar un proyecto de Ley de Amparo.  Los juristas de México de manera entusiasta y desinteresada respondieron a la convocatoria e hicieron llegar para beneplácito nuestro, más de mil cuatrocientas propuestas que han permitido elaborar el proyecto inicial, mismo que como se ha dicho, se analizará en este congreso, de donde emanará el proyecto que en su momento será turnado a los Poderes Ejecutivo y Legislativo.  El éxito cuantitativo de la convocatoria ha sido evidente, todas estas propuestas afectaron prácticamente a la totalidad de la Ley actualmente en vigor, pero también el éxito ha sido cualitativo pues el proyecto surgió como producto de una consulta nacional.  Consideramos que todo ordenamiento jurídico debe surgir siempre de un acuerdo de base y de un consenso con denominadores comunes de todos aquellos que, de un modo u otro, tienen interés en que la institución de amparo utilice fórmulas normativas modernas y acordes con las exigencias actuales.  De esta forma, el altísimo número de propuestas y comentarios recibidos, permitió editar en formato ligero y económico un proyecto inicial que oportunamente fue distribuido en todo el país a jueces y magistrados locales y federales, barras y colegios de abogados, estudiantes, investigadores y académicos, a los quinientos diputados y ciento veintiocho senadores de la República, así como a las treinta y dos legislaturas locales, además, el proyecto se encuentra en la página de Internet de la Suprema Corte.

Estamos seguros que de este Congreso Nacional de Juristas con las aportaciones de todos ustedes el proyecto inicial saldrá fortalecido.   Señoras y Señores Congresistas, uno de los mayores compromisos que nos debe unir en esta ocasión, es trabajar sin divisiones para lograr un proyecto de Ley de Amparo que sea capaz de proteger y reconocer los derechos del hombre del Siglo XXI, porque la principal función del estado de derecho es garantizar la justicia y el respeto a la persona humana.  México está interesado en que la justicia que administren los Tribunales del país sea pronta, completa e imparcial.  México está interesado en que nuestro marco jurídico sea justo y acorde a la realidad de la sociedad actual.  México, también está interesado en una mayor profesionalización de sus recursos humanos, en quienes recae la alta responsabilidad de impartir justicia.  Hagamos de este Congreso Nacional de Juristas un espacio para la reflexión y el debate, comprometamos a los mejores juristas del país aquí reunidos, para que den a México un proyecto de Ley de Amparo, hagamos que el juicio de amparo que en mil ochocientos cuarenta nació en esta ciudad de Mérida, vea el ocho de noviembre de dos mil un nuevo proyecto que permita que la Ley de Amparo, siga siendo la norma procesal más importante del ordenamiento jurídico mexicano.  Muchas Gracias.

Hoy seis de noviembre de dos mil, siendo las trece horas, me es muy grato inaugurar los trabajos del Congreso Nacional de Juristas, deseando que el trabajo en equipo y la reflexión objetiva, lleve a los juristas aquí reunidos a proponer un proyecto para una Nueva Ley de Amparo.
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